
CONSTANCIA SECRETARIAL: 02-11-2021. A despacho, el presente proceso para 

resolver el recurso de reposición presentado por la parte demandante en contra del auto 

fechado el 30-09-2021 que DIO POR TERMINADO EL PROCESO POR EXCEPCIONES 

PREVIAS. A su vez, la parte demandada se manifestó dentro del término de traslado.  

 

Sírvase proveer. 

 

MARCELA LEÓN HERRERA 

SECRETARIA -5 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL  

Manizales, Caldas, dos (2) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Auto Interlocutorio: 2950   

Radicado:   17-001-40-03-002-2019-00676-00  

Proceso:   RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL 

DEMANDANTE:  JULIAN FELIPE GIRALDO CASTAÑO 

DEMANDADA: GLORIA ESPERANZA RAMIREZ MARULANDA        

 

Vista la constancia secretarial que antecede, el Despacho dispone a resolver el 

recurso de reposición interpuesta por la parte demandante en contra del auto 

que DIO POR TERMINADO EL PROCESO POR EXCEPCIONES PREVIAS en el 

presente proceso. 

 

Antes de abordar las razones de la decisión que tomó el Despacho, se hace 

necesario traer a colación un resumen de los argumentos de la parte recurrente, 

siendo este el siguiente: 

 

1. La parte recurrente trae a colación la CLÁUSULA VIGÉSIMA TERCERA, por 

medio de la cual se decidió terminar el proceso por falta de jurisdicción o 

competencia. Dentro de la cual se tiene lo siguiente: 

 

 

 

2. Transcribe a su vez, un aparte de la providencia precitada, en la cual el 

despacho manifestó: 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/r/personal/cmpal02ma_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/PROCESOS%202019/17001400300220190067600?csf=1&web=1&e=zQOC0j


 

 

3. Posteriormente, la parte recurrente, sustentó el recurso así: 

 

 

A su vez, manifestó lo siguiente: 

 



 

 

4. Debido a lo anterior, la parte recurrente solicita reponer el auto en 

cuestión. 

 

5. Por otro lado, la parte demandada, dentro del término de traslado del 

presente recurso, se pronunció así: 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Frente a estos argumentos, el Juzgado presenta las siguientes:  

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 

 

La responsabilidad contractual tiene su origen un contrato que ha sido firmado 



por dos partes, y una de ellas incumplen con las obligaciones que asumió, 

causando un perjuicio o daño a la otra. En consecuencia, quien sea responsable 

de causar el daño o perjuicio, debe compensar o indemnizar a la otra parte. 

 

La responsabilidad civil contractual tiene su origen en el artículo 1602 del código 

civil colombiano, que otorga al contrato la calidad de ley para las partes, que 

quedan obligada a cumplir lo pactado. De manera que, si una de las partes 

incumple, se hace responsable por las consecuencias que genere ese 

incumplimiento a la otra parte. 

 

En un proceso declarativo de responsabilidad civil contractual, se persigue 

demostrar una situación jurídica que ha perturbado el negocio jurídico celebrado 

entre las partes y que posteriormente, en caso de demostrarse y salir avante tal 

declaratoria, como es el caso concreto, podrá demandarse ejecutivamente una 

deuda en caso de que el contrato, que es Ley para las partes, así lo permita. 

 

Tenemos que el pacto arbitral es una institución jurídica, compuesta por la 

cláusula compromisoria y el compromiso, en la cual las partes se obligan a 

someter sus diferencias a la decisión de un Tribunal Arbitral, renunciando a hacer 

valer sus pretensiones ante los jueces. La cláusula compromisoria, por su parte, 

es el pacto contenido en un contrato o en un documento anexo a él, en virtud 

del cual los contratantes acuerdan someter las eventuales diferencias que 

puedan surgir con ocasión del mismo, a la decisión de un Tribunal Arbitral. A su 

vez, el compromiso es un negocio jurídico por medio del cual las partes 

involucradas en un conflicto presente y determinado, convienen resolverlo a 

través de un Tribunal Arbitral. Así entonces, el arbitramento es un negocio 

jurídico en el que las partes acuerdan someter sus controversias actuales o 

futuras al conocimiento y decisión de árbitros, es decir, de particulares que 

administran justicia. Con base en el arbitramento, ya sea que se acuerde en 

cláusula compromisoria o en compromiso, se genera un proceso declarativo en 

el que hay lugar a conformación del contradictorio, a una etapa probatoria, a 

una etapa de alegación y, finalmente, a la emisión del laudo arbitral. El laudo 

tiene valor de cosa juzgada y presta mérito ejecutivo ante los jueces ordinarios. 

 

 

En el caso concreto, luego de ser inadmitida la presente demanda mediante auto 

el cual solicitó a la parte actora precisar las pretensiones declarativas 

pretendidas, así como también se sirviera indicar al Despacho, con precisión y 

claridad, en qué consistió el incumplimiento de la señora GLORIA ESPERANZA 

RAMIREZ MARULANDA que denunció en el HECHO CUARTO del libelo 

introductorio. Así pues, bajo la manifestación en la demanda, las mismas 

pretensiones declarativas, son circunstancias sine qua non para la prosperidad 

de las pretensiones condenatorias. Tal es pues, que el Despacho procedió a darle 

trámite de proceso verbal de declaratoria de responsabilidad contractual, tal 



como lo pretendió en su momento la parte demandante. 

 

Por las razones expuestas, una vez admitida la demanda, este estrado judicial 

dio orden a la parte actora para que diera trámite a la notificación de la parte 

pasiva. Que, una vez contestada la demanda, propuso dentro del término, la 

excepción previa que, luego de ser analizada por el Despacho, salió victoriosa, 

y por tal motivo debió declararse la falta de competencia, habida cuenta de una 

cláusula compromisoria, bajo la cual toda controversia surgida éntrelas partes 

del negocio jurídico, deberá ser conocida por un Tribunal de Arbitramento, 

conformado como en la misma se estipuló. 

 

La Ley, la jurisprudencia y la doctrina han sido claras en cuanto al respeto de la 

voluntad de las partes sobre la forma en la que pueden dirimir sus conflictos, 

siempre y cuando no haya norma que establezca un trámite forzoso. Es pues 

que, la Justicia Ordinaria puede dar trámite a la misma siempre y cuando una 

de las partes no alegue tal cláusula compromisoria de acudir ante los Tribunales 

de Arbitramento, pues en tal caso, no le queda más opción al operador jurídico 

que reconocerla. 

 

Por último, una vez analizados los argumentos de las partes, se tiene que una 

vez más le asiste razón a la parte demandada, y que por tal motivo considera el 

Despacho el no acceder a reponer el auto interlocutorio del 30-09-2021 por 

medio del cual se dio por terminado el presente proceso al haberse alegado 

cláusula compromisoria. 

 

En relación a los argumentos expuestos por la parte demandante en el sentido 

de que no operaría la cláusula compromisoria, porque se pretende igualmente 

el cobro de la cláusula penal, tal argumento no tiene asidero jurídico, pues no 

debe perderse de vista que el fundamento para su exigibilidad es que haya 

mediado un incumplimiento; es este criterio el denominador común de las 

diferentes funciones que cumple la cláusula penal. Y para determinar el 

incumplimiento se debe establecer, previo proceso declarativo o arbitral, la 

existencia de dicho incumplimiento. Reitérese que la cláusula penal ha sido 

estipulada por las partes como una sanción para el incumplimiento de las 

obligaciones contractuales, su exigibilidad se encuentra condicionada a la 

existencia de una situación de incumplimiento generada por cualquiera de ellas; 

de allí que la condena al pago de dicha sanción surge como consecuencia 

necesaria de la declaratoria de incumplimiento. 

 

El hecho que se estipule que “Salvo el cobro de la cláusula penal consagrada 

anteriormente, las controversias surgidas entre las partes por razón de la existencia, 

interpretación, desarrollo o terminación de este contrato (…)”  No permite inferir que 

se está renunciado a la cláusula compromisoria como lo pretende la parte 

demandante, máxime, que se necesita demostrar el incumplimiento por alguno 

de los contratantes, y esa demostración se hará por el Tribunal de Arbitramento, 



y es que el tribunal arbitral es eminentemente de carácter declarativo, es decir, 

tiene como finalidad el reconocimiento de unos hechos, la creación, modificación 

o extinción de situaciones jurídicas preexistentes y la imposición de obligaciones 

de dar, hacer o no hacer.  

 

Es más, si estuviéramos en un proceso ejecutivo, ante la solicitud de falta de 

competencia por la cláusula compromisoria, debe ser el mismo tribunal de 

arbitramento quien deberá decidir, según el clausulado, si es competente o no, 

dado el principio de Kompetenz-kompetenz. En sentencia SU-174 de 2007, la 

Corte Constitucional analizó el principio kompetenz-kompetenz que rige la 

justicia arbitral. En aquella oportunidad se dijo: 

  
“El principio kompetenz-kompetenz, según el cual los árbitros tienen competencia 

para decidir sobre su propia competencia está expresamente plasmado en la 

legislación colombiana (artículo 147, numeral 2 del Decreto 1818 de 1998) y goza 

de reconocimiento prácticamente uniforme a nivel del derecho comparado, las 

convenciones internacionales que regulan temas de arbitramento, las reglas de 

los principales centros de arbitraje internacional, las reglas uniformes 

establecidas en el ámbito internacional para el desarrollo de procesos arbitrales y 

la doctrina especializada en la materia, así como decisiones judiciales adoptadas 

por tribunales internacionales. En virtud de este principio, los árbitros tienen la 

potestad, legalmente conferida, de determinar si tiene competencia para conocer 

de una determinada pretensión relativa a una disputa entre las partes, en virtud 

del pacto arbitral que le ha dado fundamento. 

(…) 

Como se dijo anteriormente, en el presente caso los dos Tribunales de 

Arbitramento que fueron convocados por ESSA S.A se declararon competentes 

para conocer dicho litigio, por lo que en aplicación del principio kompetenz-

kompetenz el juez del proceso ejecutivo debía declarar la falta de jurisdicción 

para conocer dicho asunto, ya que se estaba adelantando el respectivo proceso 

arbitral y es el Tribunal de Arbitramento el primero llamado a decidir sobre su 

propia competencia. Sin embargo, esto no obsta para que la parte perdedora 

ejerza el recurso de anulación en contra del laudo arbitral, si está en desacuerdo 

con la decisión y estima que el laudo es anulable. 

  

En el presente asunto, el juez de primera instancia del proceso ejecutivo al decidir 

sobre la excepción presentada por una de las partes, aplicó correctamente el 

principio kompetenz-kompetenz, por lo que decidió declarar la terminación del 

proceso ejecutivo, toda vez que existía una cláusula compromisoria de por medio 

que cobijaba la materia objeto del conflicto entre las partes. En cambio, el juez 

de segunda instancia, en este caso, el Tribunal Superior de Bucaramanga, Sala 

Civil-Familia, decidió revocar esta decisión y ordenar la continuación del proceso 

ejecutivo, desconociendo la cláusula compromisoria y dejando de aplicar el 

artículo 116 de la Constitución Política, así como el artículo 147 del Decreto 1818 

de 1998. Esta decisión del Tribunal constituye una vía de hecho por defecto 

sustantivo, ya que se desconocieron las normas que confieren a los árbitros la 

facultad de decidir sobre su propia competencia y no se respetó el libre acuerdo 

de las partes de acudir a la justicia arbitral para dirimir sus diferencias, omitiendo 

aplicar el artículo 116 de la Constitución”. 

 

 

Frente al recurso de apelación interpuesto, toda vez que se trata de un auto que 

da por terminado el proceso, el mismo es apelable de conformidad con el art. 

321-7 CGP. 

 

Ahora bien, la Corte Constitucional en Sentencia SU418/19, frente al trámite del 

recurso de apelación de auto, enseñó: 

 

La referida colegiatura apoyó su decisión en dos sentencias de tutela recientes 

en las que había abordado casos con problemáticas jurídicas similares (STC8909-



2017 y STC17652-2017), y respecto de los cuales se sirvió plantear las siguientes 

premisas: “quien apela una sentencia no solo debe aducir de manera breve sus 

reparos concretos respecto de esta decisión, sino acudir ante el superior para 

sustentar allí ese remedio, apoyado, justamente, en esos cuestionamientos 

puntuales”. Siendo ello así, no debe olvidarse que, “tratándose de autos, la 

Sala ha identificado, como fases del recurso de apelación, en primera 

instancia: interposición del recurso, sustentación, traslados de rigor y 

concesión; y en segunda: la inadmisión o admisión y decisión” 

 

De conformidad con el art. 322 No. 3 CGP, (el apelante deberá sustentar el recurso 

ante el juez que dictó la providencia, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

notificación, o a la del auto que niega la reposición) se dispone que dentro del término 

de 3 días el impugnante sustente el recurso. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Manizales, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la Ley, 

 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NO REPONER el Auto Interlocutorio del 30-09-2021 mediante el cual 

se DIO POR TERMINADO EL PROCESO. 

 

SEGUNDO: CONCEDER el recurso de apelación, por lo que la parte demandante 

deberá sustentar el recurso dentro de los 3 días siguientes a la notificación del 

presente auto, so pena de declararlo desierto (art. 322 No. 3 Inc.4 CGP). 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LUIS FERNANDO GUTIÉRREZ GIRALDO 

JUEZ 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 
La providencia anterior se notifica en el Estado del 03-11-2021 

Marcela Patricia León Herrera-Secretaria 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


